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Tras trasladar esta inquietud y consideraciones a la Dirección General de Infancia y Familias, dicho centro 
directivo puntualiza que la normativa en la que se viene trabajando se refiere exclusivamente a la modificación 
de las prestaciones económicas a percibir por las familias acogedoras, sin incluir ninguna modificación del 
actual sistema de acogimiento familiar.

Recalca también la Dirección General los trabajos que se vienen realizando en la redacción de una nueva 
ley andaluza en sustitución de la Ley 1/1998, de 20 de abril, de los derechos y la atención al menor, en 
consonancia con las reformas introducidas por la Ley 26/2015, de 28 de julio, de modificación del Sistema 
de Protección a la Infancia y a la Adolescencia. Como consecuencia de tales reformas se adaptarán los 
protocolos de actuación a las nuevas necesidades.

En congruencia con tales modificaciones, en el proyecto de orden que regulará las prestaciones económicas 
a las familias acogedoras de menores del sistema de protección en Andalucía, que ha sido sometido al 
trámite de audiencia e información pública, se adecua en la temporalidad del acogimiento de urgencia a 
lo establecido en la citada Ley 26/2015, de 28 de julio.

Igualmente, respecto a la pérdida de derechos adquiridos alegados por la Plataforma de Familias Acogedoras, 
en relación con el acogimiento familiar de urgencia, tal como dispone el Proyecto de Orden, se recoge el 
carácter obligatorio de la compensación económica a percibir por los acogedores de urgencia y especializado, 
con lo que no existe tal pérdida de derechos adquiridos según alega la Plataforma.

En relación con la demanda de remuneración de todas las modalidades de acogimiento familiar, la exposición 
de motivos del proyecto de orden ya recoge el compromiso de impulsar en mayor medida el acogimiento 
familiar y apoyar económicamente a las familias acogedoras en la labor solidaria que realizan. Por ello, es 
voluntad de la Consejería incrementar las prestaciones económicas en la medida en que las disponibilidades 
presupuestarias lo permitan.

1.9.2.4.3 Adopción nacional e internacional 
En lo que respecta a las actuaciones de la Junta de Andalucía en expedientes de adopción de menores 
nacionales las quejas que recibimos normalmente son presentadas por personas directamente afectadas 
por tales actuaciones que inciden en aspectos muy sensibles de su vida privada y familiar. Hemos de 
recordar que la decisión que adopta la Administración de constituir un acogimiento con fines de adopción 
normalmente supone la ruptura total de vínculos del menor con su familia biológica, siendo frecuente que 
para facilitar una mejor integración del menor con su nueva familia dicha decisión vaya acompañada de 
una reducción o bloqueo absoluto de los contactos de éste con sus familiares.

Así en algunos casos la queja refleja una oposición frontal a la constitución de un acogimiento con fines de 
adopción, y las familias biológicas solicitan nuestra intervención para evitar la adopción de los menores y 
la pérdida de todo vínculo afectivo con los mismos (queja 16/3901, entre otras). 

En lo que atañe a la selección de la familia idónea para la adopción del menor no siempre se logra el 
resultado esperado. Ejemplo de ello se expone en la queja 16/1054 en la que el interesado se lamenta 
de las actuaciones realizadas por el Ente Público de Protección de Menores de Granada en el caso de la 
menor que tuvieron en acogimiento familiar. Denunciaba que la Administración no había valorado de forma 
conveniente ni el perfil personal de la menor ni la idoneidad de las familias seleccionadas para tenerla 
en acogimiento como paso previo a su adopción, fracasando el acoplamiento con la familia seleccionada.

A este respecto la Delegación Territorial argumenta que toda la intervención protectora con la niña estuvo 
condicionada por su edad, nivel de desarrollo madurativo y el tiempo transcurrido conviviendo con la familia 
acogedora simple, lo que fraguó entre ellos unos fuertes lazos afectivos, dando lugar a una situación en 
que la menor identificó a su familia acogedora simple como sus padres definitivos. Este apego se reforzó al 
pasar la madre de acogida por una enfermedad grave, con la carga emocional que ello conlleva. Al recaer de 
su enfermedad y ser hospitalizada, el acoplamiento con la nueva familia que acogería a la menor con fines 
de adopción se precipitó y concluyó más rápido de lo esperado, condicionando sus posibilidades de éxito.
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Refiriéndonos ahora a los expedientes de adopción internacional hemos de recordar que en dichos 
expedientes se ve involucrada una familia que ha madurado y consolidado la decisión de acoger en su 
seno a un menor, transitando por un tedioso procedimiento tanto en nuestro país como en el país de 
procedencia de aquél, y que se desespera ante cualquier inconveniente que surja en el proceso de adopción, 
cuya solución en muchas ocasiones escapa a las posibilidades de intervención de la Junta de Andalucía.

Un primer dato significativo relativo a estos 
expedientes es el descenso paulatino que se viene 
experimentando en las solicitudes de adopción 
internacional. Se trata de un fenómeno social 
propiciado en gran medida por la crisis económica 
por la que venimos atravesando, a lo cual se unen 
las exigencias cada vez mayores impuestas por la 
legislación de procedencia de los menores, así como 
la reducción del número de menores susceptibles 
de adopción en alguno de estos países, tal como 
son los casos de China o Rusia. Es una tendencia 
iniciada en 2004 incrementada año a año, siendo 
así que según datos de la Dirección General de 
Infancia y Familias durante 2016 se ha producido 
una reducción de en torno al 40 por 100 respecto 
a los menores que en el año 2015 llegaron a 
Andalucía para ser adoptados.

En consecuencia, ante la reducción de expedientes 
de adopción internacional, las quejas en esta 
materia también han experimentado una 
disminución. No obstante, persisten discrepancias 
fundamentalmente en cuanto al procedimiento 
para la declaración de idoneidad, o el seguimiento 
de las adopciones por parte de las entidades 
colaboradoras. 

Sobre el procedimiento que se sigue para la valoración de idoneidad hemos de reflejar la respuesta dada 
por la Consejería de Igualdad, Salud y Políticas Sociales a la Sugerencia que efectuamos en la queja 14/2998 
en la que analizamos un caso en que una familia solicitó la grabación de las entrevistas con el personal 
evaluador con la finalidad de disponer de un soporte material donde acudir para revisar su contenido. 

Al disponer de dicho soporte documental se consigue dotar de máxima transparencia a todo el proceso 
evaluador. No quedan rincones oscuros a las preguntas que se pudieran haber realizado o al contenido 
de las respuestas e información aportada durante el desarrollo de las entrevistas.

Además, se garantiza que las personas disconformes con la evaluación puedan recurrirla aportando 
argumentos contradictorios, máxime si dicha evaluación se centra de forma primordial y decisiva en la 
información obtenida de las entrevistas. Al existir esta posibilidad de acceder al archivo sonoro o audiovisual 
de las entrevistas se facilita la posibilidad de presentar alegaciones y se evita que una de estas alegaciones 
fuese precisamente de indefensión ante la imposibilidad de probar que lo que se argumenta no tiene 
fundamento razonable o carece de veracidad.

Pero en el caso analizado, aún disponiendo de dichas grabaciones, nos encontramos con un abierto 
enfrentamiento entre profesionales evaluadores y familia evaluada, siendo así que tras haber solicitado 
el acceso a la grabación -que en este caso sí existía por petición expresa de la familia- dicho acceso no 
pudo materializarse ante la negativa para ello del personal evaluador, con fundamento en la protección 
de sus datos personales. 

Por dicho motivo, para evitar casos similares en el futuro, formulamos una Sugerencia para que en la siguiente 
renovación de los contratos para la gestión del servicio público de información, formación, valoración de 
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idoneidad y seguimientos postadoptivos se modificasen los correspondientes pliegos contractuales para que 
en su clausulado quedase recogido el derecho de las personas afectadas a acceder sin ninguna cortapisa 
y en un período de tiempo razonable al archivo en que conste la grabación de las entrevistas realizadas 
durante el proceso para la valoración de su idoneidad para la adopción.

La respuesta que recibimos de la Dirección General de Infancia y Familias fue en sentido negativo, por lo 
que ya en 2016 elevamos el asunto a la consideración de la Consejería de Igualdad, Salud y Políticas Sociales 
por tratarse del órgano jerárquicamente superior con competencias en la materia. En esta ocasión, la 
respuesta ha sido favorable aunque precisando que las grabaciones de las entrevistas, extrictu sensu, no 
forman parte del expediente de adopción, pero conviniendo con esta Institución en la obligatoriedad de 
facilitar el acceso a las personas evaluadas. En este punto nos trasladan el pronunciamiento expreso 
de la Agencia Española de Protección de Datos declarando la obligación de la entidad gestora del servicio, 
responsable del fichero en el que constan las grabaciones, de facilitar el acceso a las grabaciones a las 
personas entrevistadas cuando así lo soliciten. 

También aludimos a la queja 15/5323 que tramitamos a instancias de la familia afectada por las 
Recomendaciones que efectuamos en la queja 14/1424, las cuales fueron asumidas favorablemente por 
esa Dirección General de Infancia y Familias, en el sentido de adoptar las medidas necesarias para que la 
justificación de los gastos de tramitación de los expedientes de adopción internacional fuese lo más 
detallada y exhaustiva posible. 

En este sentido, a las entidades colaboradoras en la adopción internacional (ECAI) que en adelante 
solicitaron modificación de sus tarifas se les exigió la presentación de un nuevo modelo de contrato de 
intermediación en el que quedase claro y detallado tanto la forma de pago como la justificación de los 
gastos, así como un dossier informativo del país de origen en el que quedasen incluidos, entre otros datos, 
los costes aplicables a la adopción.

También se nos informó de la creación de un grupo de expertos, dentro del Convenio de la Haya, para 
encontrar soluciones a los problemas planteados en relación a las cantidades a abonar por la adopción 
internacional.

La Dirección General, asimismo, trae a colación la reciente Ley 26/2015, que viene a establecer la competencia 
de la Administración del Estado para el control y seguimiento de las ECAIS respecto de las actividades que 
fueran a desarrollar en el país de origen de los menores, centralizándose así la función de inspección para 
que esta resulte más eficaz.

Por último, y en relación con el expediente concreto que afecta a la familia titular de la queja, la Dirección 
General se remite a la respuesta dada a la reclamación que presentaron con anterioridad, resuelta mediante 
el acta de mediación a finales de 2013. En el transcurso de la tramitación de dicha reclamación se intentó dar 
respuesta a las solicitudes de justificación de los gastos mediante la reclamación de aportación de facturas 
a la ECAI. No obstante, por las propias características del país y del concreto proceso de adopción, y ante la 
dificultad existente para justificar ciertos gastos, se consideró que este hecho no constituía una anomalía 
en el procedimiento de liquidación efectuado por la entidad y, en consecuencia, se dio por finalizado el 
trámite de su reclamación.

Analizado el contenido de la respuesta reiteramos el criterio fijado en nuestra Recomendación, en el sentido 
de que las competencias de supervisión sobre las ECAIS debieron ejercerse por la Junta de Andalucía de un 
modo más intenso y eficaz, verificando el cumplimiento riguroso de la normativa existente en la materia, 
inspirada toda ella en evitar la existencia de ánimo de lucro en las adopciones internacionales.

En consecuencia, tras ratificarse esta Institución en el contenido de la Resolución formulada, así como en 
las argumentaciones que sirvieron de base a esta Institución para su dictado, y no habiéndose aceptado 
la misma en el aspecto concreto relativo a la supervisión de los gastos imputados por la ECAI al concreto 
expediente de adopción que afecta a la familia titular de la queja, y dado que carecemos de poderes 
coercitivos para imponer el cumplimiento de nuestra resolución, finalizamos nuestras actuaciones en 
el expediente queja e incluimos una referencia de la misma en el presente Informe tal como previene el 
artículo 29.2 de nuestra Ley reguladora.
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